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Resumen 

Este artículo examina la exclusión de personas con trastornos mentales del acceso a la eutanasia 

en España según la interpretación del Tribunal Constitucional del 2023. En un primer momento, 

se analiza cómo la negativa a conceder la ayuda para morir a estos pacientes podría vulnerar el 

principio de igualdad y no discriminación. Posteriormente, se exploran los fundamentos 

constitucionales de la igualdad y su aplicación al acceso a prestaciones sanitarias, destacando 

que las diferencias de trato deben justificarse de forma legítima y proporcional. Se argumenta 

que el criterio relevante que justifica un enfoque unificado no es la etiología de la enfermedad, 

sino el sufrimiento insoportable y su impacto en la integridad personal. Además, se abordan 

precedentes internacionales que promueven la no jerarquización entre sufrimientos físicos y 

psíquicos, y se enfatiza la necesidad de evaluaciones caso por caso que incluyan el historial 

médico y la capacidad de decisión del paciente. Se concluye que si una persona con capacidad 

de decisión experimenta un sufrimiento intolerable debido a un trastorno mental y no dispone 

de un tratamiento efectivo, el Estado español debería garantizarle el acceso a la eutanasia. Tratar 

de manera diferente a quienes tienen enfermedades mentales en comparación con quienes 

padecen enfermedades somáticas vulneraría el principio de igualdad en el deber de aliviar el 

sufrimiento intolerable. 

Palabras clave: eutanasia; suicidio asistido; derecho a morir; ayuda médica para morir; 

trastornos mentales; igualdad en salud; derechos fundamentales; España. 

Abstract 

This article explores the exclusion of individuals with mental disorders from access to 

euthanasia in Spain, based on the Constitutional Court's 2023 ruling. It first examines how 

denying assisted dying to these patients may constitute a violation of the principles of equality 

and non-discrimination. Subsequently, we discuss the constitutional foundations of equality and 

their application to access to healthcare benefits, emphasizing that any differences in treatment 
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must be justified in a legitimate and proportional manner. It is argued that the appropriate 

criterion for a unified approach is not the etiology of the disease, but the unbearable suffering 

and its impact on personal integrity. Furthermore, international precedents that advocate for a 

non-hierarchical distinction between physical and mental suffering are discussed, with an 

emphasis on the necessity for case-by-case evaluations that take into account the patient's 

medical history and decision-making capacity. The article concludes that if an individual with 

decision-making capacity is experiencing unbearable suffering due to a mental disorder and no 

effective treatment is available, the Spanish state should ensure access to euthanasia. 

Differentiating the treatment of those suffering from mental illness compared to those with 

somatic illnesses would violate the principle of equality in the duty to alleviate unbearable 

suffering. 

Keywords: euthanasia; assisted suicide; right to die; medical assistance in dying; mental 

disorders; equality in health; fundamental rights; Spain. 

1. Introducción 

El 25 de junio de 2021 España se convirtió oficialmente en el cuarto país europeo, séptimo en 

el mundo, en despenalizar y regular la eutanasia. Según la Ley Orgánica de Regulación de la 

Eutanasia (LORE), para acceder a esta nueva prestación sanitaria, el paciente debe encontrarse 

en lo que se denomina “contexto eutanásico”, el cual incluye dos supuestos: tener un 

“padecimiento grave, crónico e imposibilitante”, artículo 3 b), o una “enfermedad grave e 

incurable”, artículo 3 c), (BOE, 2021, p. 34040). Desde sus primeros meses de entrada en vigor, 

algunos especialistas expresaron diversas preocupaciones relacionadas con el hecho de que esta 

nueva ley “abre la puerta a que pacientes psiquiátricos con un trastorno mental (muchos de ellos 

considerados como crónicos, imposibilitantes y causantes de dolor psíquico) puedan solicitar 

EAS (eutanasia o suicidio asistido)” (Alacreu-Crespo et al., 2021, p. 231).  

En 2022, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 

Navarra, al resolver el recurso de una paciente con trastorno de inestabilidad emocional de la 

personalidad contra la negación de su eutanasia, consideró que el primer tipo de contexto 

eutanásico no excluye las enfermedades mentales. Asimismo, se declaró “partidaria de no 

restringir el concepto de padecimiento e incluir además del dolor físico el dolor psíquico” 

(TSJN, 2022, p. 10). En este sentido, para apoyar su interpretación, mencionó que la Comisión 

de Garantía y Evaluación de Navarra no niega que los trastornos psiquiátricos forman parte del 

contexto eutanásico y que incluso esta ha autorizado la eutanasia por dicho supuesto en un caso 

anterior. Por su parte, el Juzgado Contencioso N.4 de Valladolid (2022) en el mismo año 
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reconoció indirectamente que las enfermedades mentales son susceptibles de recibir la 

eutanasia, siempre y cuando se sigan todos los requisitos legales y se cuente con los informes 

periciales necesarios. 

Sin embargo, el Tribunal Constitucional (TC), a la hora de resolver un recurso de 

inconstitucionalidad interpuesto por 50 diputados del Grupo parlamentario Vox contra la LORE 

en el 2023, tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre esta y otras cuestiones. Así, basándose 

en el preámbulo de la misma ley, señaló que “(e)l ‘padecimiento’ definido en el artículo 3 b) 

ha de presentarse siempre como una dolencia o enfermedad somática en su origen, aunque los 

sufrimientos constantes e intolerables que la Ley Orgánica en este punto requiere puedan ser de 

orden psíquico” (BOE, 2023, p. 57817). De esta forma, el Tribunal excluyó explícitamente y 

“de raíz” (Ibid.) a las enfermedades psiquiátricas como justificación para solicitar la prestación 

de ayuda para morir. Dicha interpretación judicial fue criticada por diferentes profesionales, 

entre ellos el vicepresidente de la Comisión de Garantía y Evaluación de Cataluña que estima 

que “el preámbulo no tiene valor normativo como el propio TC nos ha recordado en multitud 

de ocasiones” (María Sánchez, 2023). 

Es así como podemos constatar la disparidad de interpretaciones con respecto a si en España es 

posible conceder la eutanasia por enfermedades psiquiátricas. Esta incertidumbre se pone de 

relieve y cobra relevancia al tener en cuenta que España sería el único país europeo donde es 

legal algún tipo de ayuda para morir que rechaza explícitamente los trastornos mentales como 

motivo de la solicitud.1 En este contexto, nuestro trabajo tiene el objetivo de señalar por qué la 

prohibición del acceso de personas con trastornos mentales a la prestación de ayuda para morir 

vulneraría los principios de igualdad y no discriminación.  

 

2. Derecho a la igualdad 

El artículo 1.1 de la Constitución Española establece la igualdad como uno de los valores 

fundamentales del ordenamiento jurídico, consagrándola como un principio rector del sistema 

normativo español (BOE, 1978). Asimismo, el artículo 149.1a de la Constitución indica que el 

Estado debe garantizar “la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos” 

 
1 En Portugal se promulgó en el 2023 su ley de ayuda para morir. Según este ordenamiento, es necesario que en 

caso de que la persona solicitante padezca un trastorno mental, un psicólogo clínico descarte que su capacidad 

para tomar decisiones se encuentra afectada. Lo anterior no excluye explícitamente que una persona con algún 

trastorno mental que no merma su competencia reciba la ayuda para morir. En todo caso, la ley portuguesa aún no 

ha entrado en vigor debido a que el poder ejecutivo del país se opone a crear un protocolo de buenas prácticas 

necesario legalmente.  
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(BOE, 1978, p. 30). Uno de esos derechos, según el artículo 43.1 de la Carta Magna, es el 

derecho a la “protección de la salud”. En este sentido, proteger la salud puede entenderse de 

diferentes maneras, pero sin duda una de ellas es como derecho a recibir las prestaciones 

sanitarias estatales (Dalli, 2019). De este modo, podemos afirmar que existe en España un 

derecho a la igualdad en el acceso a los servicios sanitarios. 

La jurisprudencia del TC confirma lo anterior cuando señala que “la función del Estado como 

garante de la unidad del sistema sanitario debe entenderse que comprende la garantía del 

derecho a la igualdad de los españoles en la protección a su salud” (BOE, 1983, p. 9). Además, 

en sucesivas sentencias del mismo tribunal, se establece que dicha protección debe ser 

garantizada “en condiciones de igualdad” (BOE, 1986, P. 9).  

En este contexto, respetar las “condiciones de igualdad” implica también que las actuaciones 

estatales se realicen sin ningún tipo de discriminación; tal como lo expresa el artículo 6 de la 

LGSP: 

Todas las personas tienen derecho a que las actuaciones de salud pública se realicen en 

condiciones de igualdad sin que pueda producirse discriminación por razón de 

nacimiento, origen racial o étnico, sexo, religión, convicción u opinión, edad, 

discapacidad, orientación o identidad sexual, enfermedad o cualquier otra condición o 

circunstancia personal o social. (Mis cursivas) (BOE, 2011, p. 12) 

Si se es consecuente con la anterior disposición, una persona con una enfermedad mental no 

debería verse privada de una prestación sanitaria (como lo es la eutanasia) que sí está disponible 

para personas con otro tipo de padecimiento. Esta interpretación encuentra sustento en la misma 

LGSP que en su art. 6.3 explica que “(l)a enfermedad no podrá amparar diferencias de trato 

distintas de las que deriven del propio proceso de tratamiento de la misma (…)” (BOE, 2011, 

p. 12). Es decir, la única distinción que puede hacer el Estado entre un padecimiento físico y 

uno psiquiátrico es en lo estrictamente referente al tipo de tratamiento que por su naturaleza 

requieran. Sin embargo, si una enfermedad “somática” puede justificar la ayuda para morir en 

la medida en que lleva asociada un sufrimiento “constante e intolerable para quien lo padece” 

(BOE, 2021, p. 34040) y en que no tiene “posibilidad de curación o mejoría apreciable” (Ibid.), 

un trastorno mental con las mismas características tendría el derecho a la misma prestación 

sanitaria. En los próximos apartados nos dedicaremos a detallar esta afirmación. 

3. Igualdad y discriminación 
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Cuando se postula que negar a pacientes psiquiátricos el acceso a la eutanasia (como lo tienen 

aquellos con enfermedades terminales) vulneraría el derecho a la igualdad, es importante 

explicitar dónde radicaría el acto discriminatorio. Estos dos aspectos, la igualdad y la no 

discriminación, están íntimamente relacionados; tal como sostiene López Rodó (1983, p. 340) 

“lo que prohíbe el principio de igualdad jurídica es la discriminación”. Sin embargo, no todos 

los tratos desiguales son tratos discriminatorios. 

En efecto, no discriminar en el contexto del derecho a la igualdad no significa que la 

distribución de los recursos deba hacerse sin ningún tipo de racionalidad ni tampoco que la 

ciudadanía ostente una prerrogativa ilimitada en la exigencia de prestaciones. Dentro del 

principio de igualdad podemos encontrar diferentes criterios de aplicación. Uno de ellos, tal 

como identifican numerosos especialistas, es el de la necesidad (García San Miguel, 2000). Este 

criterio suele traducirse como “a cada uno según sus necesidades”. Este principio tiene como 

objetivo asegurar que las personas accedan a recursos o apoyos en función de sus necesidades 

concretas, diferenciándose de una noción de igualdad estrictamente formal que no toma en 

cuenta las disparidades existentes. De esta forma, se pone el foco en el resultado de la actuación 

pública y en el objetivo buscado. La importancia de la finalidad en la intervención estatal es 

confirmada por el magistrado Francisco Rubio Llorente (BOE, 1981, p. 7) cuando apunta que 

el principio constitucional de igualdad obliga “a no establecer diferencias que no estén 

justificadas por razones cuya legitimidad deriva de su conexión, mediata o inmediata, con una 

finalidad constitucionalmente legítima”. Es así como constatamos que no toda actuación 

sanitaria desigual es discriminatoria en sí misma, sino que solo lo será en la medida en que el 

trato dispensado no persiga el objetivo legítimo propuesto.  

En el contexto de la eutanasia, uno de los fines principales de esta práctica es el alivio del 

sufrimiento. En esta tesitura, como hemos visto, la LORE establece para los dos tipos de 

contexto eutanásico el requisito de que el paciente tenga “un sufrimiento físico o psíquico 

constante e intolerable” (BOE, 2021, p. 34040). Según la fórmula canónica de Edward J. Cassell 

(1982, p. 640), “el sufrimiento puede definirse como el estado de angustia grave asociado a 

acontecimientos que amenazan la integridad de la persona”2. Para ten Have y Patrão Neves 

(2021), el dolor es objetivo y el sufrimiento subjetivo. Sin embargo, como apunta Duffee 

(2019), esta distinción no es del todo clara, pues el dolor no siempre es nociceptivo y es influido 

por factores psicológicos y sociales (Raja et al., 2020). De hecho, algunas experiencias de 

naturaleza “no física”, pueden activar mecanismos neuronales similares a los involucrados en 

 
2 Todas las traducciones al español son hechas por el autor. 
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el procesamiento del dolor físico. Como declaran los autores de un estudio que evaluó los 

correlatos neuronales de la sensación de exclusión social mediante imágenes de resonancia 

magnética funcional (fMRI): “la evidencia sugiere que parte de la misma maquinaria neural 

utilizada en la experiencia del dolor físico también puede estar involucrada en la experiencia 

del dolor asociado con la exclusión social” (Eisenberger, Lieberman, & Williams, 2003, p. 290). 

Además, como expresó el Comité de Bioética de Andalucía (2024) al analizar la sentencia del 

Tribunal Constitucional: “la enfermedad mental puede tener un sustrato y origen somático u 

orgánico. El cerebro es un órgano de nuestro cuerpo y es susceptible de un deterioro que puede 

alterar su actividad a nivel de sus funciones”. Con ello, dicho comité respaldó la importancia 

de superar la dualidad cartesiana mente/cuerpo, subrayando que las enfermedades mentales 

deben considerarse en su dimensión orgánica y somática, al igual que otras patologías físicas, 

para evitar enfoques reduccionistas o discriminatorios. 

Ahora bien, para el Consejo de Europa (1976), “el deber de la profesión médica es servir a la 

humanidad, proteger la salud, tratar las enfermedades y lesiones y aliviar el sufrimiento”. En 

España, la Ley 4/2017, de 9 de marzo, de Derechos y Garantías de las Personas en el Proceso 

de Morir, señala que “el sufrimiento y la muerte, como parte del proceso natural de la vida, son 

una realidad que precisa una correcta asistencia sanitaria” (BOE, 2017, p. 51701). 

Paralelamente, diversos especialistas (Brennan & Cousins, 2005; Martínez Caballero et al., 

2015) han defendido que el alivio del dolor es un derecho humano por el que debe velar el 

Estado. Teniendo en cuenta lo anterior, si una persona con capacidad de decisión no encuentra 

tratamiento técnicamente viable (o este ha resultado sistemáticamente ineficiente) para un 

trastorno mental causante de un sufrimiento intolerable, el Estado español debería garantizarle 

el acceso a la prestación de ayuda para morir si así lo solicita. De lo contrario, el Estado 

incurriría en una práctica discriminatoria al no atender el fin legítimo de aliviar un sufrimiento 

intolerable, como sí lo hace con las personas que padecen enfermedades “somáticas”. En efecto, 

ya que el Estado, en cumplimiento con su deber de aliviar el dolor, permite que un enfermo 

terminal solicite la eutanasia cuando las intervenciones terapéuticas son fútiles, estaría 

incurriendo en una práctica discriminatoria si no actúa de la misma manera en el caso de una 

persona con trastorno mental bajo las mismas circunstancias.  

4. Discriminación por tipos de sufrimiento 

La consideración del sufrimiento derivado de un trastorno mental como una causa válida para 

solicitar la prestación de ayuda para morir ha sido respaldada por diversos especialistas a nivel 

internacional. En la destacada revisión sistemática de Nicolini y colegas (2020) encontramos 
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los diferentes argumentos en la literatura que se han esgrimido en ese sentido y que podemos 

resumir de la siguiente forma: 

El sufrimiento mental puede ser tan malo o peor que el sufrimiento físico (Tanner, 2018; Cholbi, 

2013). Por lo tanto, excluir a las personas con trastornos mentales fuerza a este tipo de pacientes 

a sufrir por más tiempo que aquellos con enfermedades terminales (Steinbock, 2017; Schuklenk 

& van de Vathorst, 2015). Además de que esto podría considerarse como una obstinación 

terapéutica, infravalorar el dolor mental es injusto (Tanner, 2018; Schuklenk & van de Vathorst, 

2015). En efecto, ya que el trastorno mental no excluye necesariamente la autonomía en el 

paciente, solo permitir la eutanasia a las personas con enfermedades físicas es discriminatorio 

(Tanner, 2018; Steinbock, 2017). En este sentido, descartar a las personas con trastornos 

mentales por su “vulnerabilidad” es erróneo y estigmatizante (Rooney et al., 2018; Dembo et 

al., 2018). No obstante, y en todo caso, correspondería al paciente determinar qué es un 

sufrimiento insoportable, independientemente de si es físico o mental (Cholbi, 2013; Tanner, 

2018). De hecho, las personas suelen solicitar la eutanasia por motivos distintos al dolor físico 

(por ejemplo, pérdida de la dignidad), por lo que los motivos en caso de enfermedades físicas 

ya incluyen estados psicológicos (Schuklenk & van de Vathorst, 2015). Incluso hay quienes 

consideran que ambos tipos de sufrimiento no se pueden separar (Tanner, 2018; Cholbi, 2013).  

Por otro lado, no solo especialistas han abogado por eliminar las distinciones entre tipos de 

sufrimiento en el contexto de la ayuda para morir, señalando que estas pueden resultar 

discriminatorias, sino que también la Superior Court de Canadá y la Corte Constitucional de 

Colombia han sentado precedentes legales significativos sobre este tema.  

En el caso Truchon c. Procureur général du Canada (2019), dos adultos con discapacidades 

graves e irreversibles pero sin estar en situación terminal, interpusieron una demanda de 

inconstitucionalidad argumentando que los requisitos de la legislación canadiense sobre la 

ayuda para morir eran discriminatorios. Alegaron que la condición de “muerte razonablemente 

previsible” vulneraba su derecho a la vida, la libertad y la seguridad personal, así como su 

derecho a la igualdad. Asimismo, solicitaron que la ley de ayuda para morir “reconociera por 

igual el sufrimiento, la dignidad y, en última instancia, la autonomía de las personas que, como 

ellos, padecen afecciones médicas graves e irremediables, sin jerarquías y con independencia 

de que la muerte sea o no inminente” (Superior Court, 2019, p. 151). Tras el análisis del caso, 

la Superior Court de Canadá concluyó que la exigencia de una muerte naturalmente previsible 

vulneraba los derechos fundamentales invocados. Gracias a este fallo, en 2021 se promulgó una 

nueva ley que amplió los criterios para la ayuda para morir, eliminando la condición de “muerte 
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razonablemente previsible” y permitiendo a personas con discapacidad o con trastornos 

mentales graves solicitar esta prestación sanitaria. 

En el caso C-233-21 de la Corte Constitucional de Colombia (2021), se planteó una demanda 

de inconstitucionalidad que cuestionaba la exclusión de las personas con enfermedades no 

terminales de la posibilidad de acceder a la eutanasia. El demandante, quien padecía una 

enfermedad grave e incurable pero no terminal, argumentó que la normativa vigente violaba su 

derecho al libre desarrollo de la personalidad, la prohibición de la tortura y los tratos inhumanos 

o degradantes, así como el principio de dignidad. Tras el análisis del caso, la Corte concluyó 

entre otras cosas que: 

(i) imponer a una persona soportar el sufrimiento derivado de enfermedad o lesión grave e 

incurable implica someterla a tratos y penas inhumanas, crueles y degradantes; (ii) no resulta 

justificable que una persona pueda elegir terminar su vida en esas condiciones cuando recibe el 

diagnóstico de enfermedad terminal, pero no cuando no lo tiene, pues en el primer caso, 

razonablemente, su sufrimiento se extenderá por un tiempo más corto que en el segundo. (Corte 

Constitucional de Colombia, 2021) 

Si bien la Corte solo extendió explícitamente el derecho a la eutanasia a personas con graves 

padecimientos crónicos, no descartó la posibilidad de que también personas con trastornos 

mentales puedan acceder a esta prestación en el futuro. (Espericueta, 2024) 

5. Tertium comparationis en España 

En España, el TC señala que “toda alegación del derecho fundamental a la igualdad precisa 

para su verificación un tertium comparationis frente al que la desigualdad se produzca, que ha 

de consistir en ‘una situación jurídica concreta en la que se encuentren otros ciudadanos u otros 

grupos de ciudadanos’” (BOE, 2003). Según Gavara de Cara (2005), en consonancia con 

diferentes sentencias relevantes en la materia, el derecho a la igualdad requiere relacionarse con 

la vulneración de otro derecho subjetivo o de un interés legítimo.  

En el caso que nos ocupa, sostenemos que la persona con una grave enfermedad mental es 

discriminada frente a una con una grave enfermedad “somática” si no se le permite acceder a 

la prestación de ayuda para morir en España. Si queremos identificar el tertium comparationis 

(término de comparación) en la anterior afirmación, debemos hacerlo en el sufrimiento que 

ambos tipos de enfermedad producen. Por lo tanto, resulta pertinente considerar las diferencias 

entre este tipo de sufrimiento y el físico. 
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Retomando la revisión sistemática de Nicolini y colegas (2020), es posible resumir las 

divergencias en los siguientes puntos: la enfermedad mental es distinta de la enfermedad física 

porque su etiología es poco conocida y su naturaleza es más multifactorial, por lo que las 

predicciones son menos confiables que en el caso de la enfermedad física (Pearce, 2017; Kelly, 

2017); además, no habría discriminación injusta porque efectivamente existen algunas 

diferencias, como riesgo elevado de incapacidad, mayor riesgo de error y posible intolerancia 

al sufrimiento como síntoma del propio trastorno (Steinbock, 2017; Appelbaum, 2018). 

Si bien es cierto que hay diferencias en la etiología, el diagnóstico y la prognosis de los 

trastornos mentales y las enfermedades físicas, esto no niega absolutamente la posibilidad de 

experimentar un sufrimiento psíquico “constante e intolerable (…) sin posibilidad de curación 

o mejoría apreciable” (BOE, 2021, p. 34040), como lo mandata la LORE. En este sentido, 

resulta clave subrayar que para esta ley el padecimiento grave, crónico e imposibilitante es una 

“situación que hace referencia a limitaciones que inciden directamente sobre la autonomía física 

y actividades de la vida diaria, de manera que no permite valerse por sí mismo, así como sobre 

la capacidad de expresión y relación” (Ibid.). Esta definición es acorde con el concepto de 

sufrimiento en pacientes con trastornos psiquiátricos, el cual ocurre cuando afecta aspectos 

esenciales del ser humano, como la salud física, las necesidades básicas y la autoestima, 

debilitando su bienestar integral (Yager, 2021). Por lo tanto, no existen razones evidentes para 

privar de la eutanasia a un paciente psiquiátrico que mantiene su capacidad de decisión y que 

se encuentra en el tipo de situación descrita.  

Además, como Dees y colegas (2010) han constatado en su integrative review, ni siquiera la 

categoría de sufrimiento insoportable en casos de pacientes con enfermedades somáticas 

(necesaria para conceder la eutanasia) se presenta de la misma manera en todos las personas. 

Tras su estudio, los autores proponen la siguiente definición: “el sufrimiento insoportable en el 

contexto de una solicitud de eutanasia es una experiencia profundamente personal de una 

amenaza inminente, real o percibida, para la integridad o la vida de la persona, que tiene una 

duración significativa y ocupa un lugar central en su mente” (Mis cursivas) (Dees et al., 2010,p. 

339). 

Es así como vemos que un aspecto clave del sufrimiento que justifica la ayuda para morir, 

independientemente de que su naturaleza sea “somática” o “mental”, es su amenaza a la 

integridad de la persona. En España, el propio TC (BOE, 2023) señaló que la eutanasia 

encuentra fundamento esencialmente en el derecho a la integridad física y moral consagrado en 

el artículo 15 constitucional. He aquí nuestro tertium comparationis. 
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En efecto, declarar que una persona con una grave enfermedad mental es discriminada frente a 

una con una grave enfermedad “somática” si no se le permite acceder a la prestación de ayuda 

para morir en España, no se hace con base en las diferencias etiológicas que puedan haber, sino 

en la vulneración a su integridad que el sufrimiento insoportable conlleva. En otras palabras, 

no es relevante que el sufrimiento provenga de una enfermedad “somática” o “mental”, sino 

que sea insoportable y afecte la integridad de quien lo padece. “Así, puede decirse que dos 

individuos son iguales, esto es, pertenecen a la misma clase, cuando en ellos concurre una 

cualidad común, un tertium comparationis que opera como elemento definitorio de la clase, y 

son desiguales, cuando tal circunstancia no se produce” (BOE, 2003). 

Así, el sufrimiento psíquico y el físico comparten un carácter lesivo, dado que ambos generan 

una afectación del individuo que trasciende lo puramente material y se proyecta en la esfera de 

su integridad y dignidad. Si bien el sufrimiento físico se encuentra más claramente vinculado a 

una lesión corporal visible, el sufrimiento psíquico implica un daño que tiene efectos 

jurídicamente relevantes. En este contexto, el tertium comparationis reside en su capacidad para 

mermar el bienestar de la persona y limitar el ejercicio pleno de sus derechos fundamentales. 

Este punto de conexión legitima un tratamiento jurídico unitario, aunque matizado según las 

especificidades de cada modalidad de sufrimiento.  

6. Mutatis mutandis 

Como acabamos de apuntar, el sufrimiento insoportable es el término de comparación que 

comparten los solicitantes de eutanasia tanto por una enfermedad somática como por una 

mental. Ahora bien, la LORE señala que para recibir la eutanasia es necesario que dicho 

sufrimiento no tenga “posibilidad de curación o mejoría apreciable”. En este sentido, es 

indudable que el tratamiento del sufrimiento proveniente de una enfermedad mental no ofrece 

la misma seguridad en cuanto a su eficacia. Sin embargo, como señalaron diversos especialistas 

canadienses durante el debate legislativo para ampliar el acceso a la eutanasia a personas cuyo 

único padecimiento es de naturaleza mental, en lo que respecta a la incurabilidad, no es 

necesario exigir el mismo grado de seguridad que se aplica a las enfermedades somáticas 

(Special Joint Committee, 2023).  

De hecho, justamente las particularidades de los dos tipos de padecimientos obligan a adaptar 

el modo en que entendemos la incurabilidad. Por esta razón, el comité de expertos comisionado 

por el parlamento canadiense indicó en sus recomendaciones 2 y 3 la pertinencia de establecer 

la incurabilidad e irreversibilidad en función de las intervenciones y tratamientos realizados en 
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el paciente, así como de los resultados obtenidos hasta el momento de la solicitud de eutanasia 

(Expert Panel, 2022). Asimismo, remarcaron que no es posible fijar reglas sobre las cantidades 

exactas de intervenciones, de tipos de tratamiento y de tiempo necesarias para conceder la ayuda 

para morir. En efecto, “esto variará según la capacidad funcional habitual del solicitante y sus 

objetivos de vida. Por lo tanto, debe evaluarse de manera personalizada, caso por caso.” (Ibid.). 

Por esta razón, subrayaron la importancia de que los evaluadores de las solicitudes de eutanasia 

posean el historial psiquiátrico detallado y la mayor cantidad de información relevante sobre la 

persona solicitante. Este tipo de guías son ya consideradas en España. Concretamente, en 

Cataluña, la Comissió de Garantia i Avaluació (2022) emitió un documento que contiene 

algunas pautas que siguen, en términos generales, al enfoque canadiense. Además, la Sociedad 

Española de Psiquiatría (2021) señaló que, en lugar de calificar a un trastorno mental de 

“incurable”, sería más acertado hablar de su “buena o mala evolución”.  

En este contexto, es relevante mencionar que dicha sociedad formuló una serie de 

recomendaciones al proyecto de la ley de eutanasia que buscaban garantizar “la cognición, la 

capacidad, el consentimiento, la voluntariedad, la comprensión o el juicio” (Sociedad Española 

de Psiquiatría, 2021) del paciente psiquiátrico que solicita la eutanasia. En efecto, la necesidad 

de constatar la capacidad de toma de decisiones en cualquier paciente, independientemente de 

su tipo de padecimiento, es una conditio sine qua non de toda concesión de ayuda para morir. 

No obstante, es esencial evitar uno de los principales prejuicios y “mitos sobre la capacidad de 

decisión” (Ganzini et al., 2004) consistente en considerar que todos los pacientes psiquiátricos 

carecen de capacidad de decisión. De hecho, en contra de esa suposición existen diversas 

revisiones sistemáticas que han confirmado que “la mayoría de los pacientes con un trastorno 

mental grave son capaces de tomar decisiones adecuadas sobre el cuidado de su salud” 

(Calcedo-Barba et al., 2020, p. 13). Si bien esta puede variar dependiendo del trastorno en 

concreto, por ejemplo, la depresión y la ansiedad se relacionan con una mejor capacidad 

(Marcó-García et al., 2024), es importante no establecer diferencias categóricas basadas 

únicamente en la naturaleza del padecimiento. 

 

7. Conclusiones 

Sin duda, el debate ético y médico se encuentra aún lejos de ser zanjado. Sin embargo, nuestro 

objetivo era indicar en qué medida la prohibición de la eutanasia por motivos psiquiátricos 

contravendría el principio de igualdad y no discriminación en España. Con este fin, en un primer 

momento, exploramos el principio de igualdad en el marco de la Constitución Española y de la 
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Ley General de Salud Pública, destacando su garantía de acceso a las prestaciones sanitarias 

sin discriminación por razón de enfermedad. 

En un segundo momento, profundizamos en el principio de igualdad, subrayando que, aunque 

este no implica que toda prestación desigual sea discriminatoria, sí requiere que las diferencias 

de trato estén justificadas por razones legítimas y proporcionales. Asimismo, se subrayó que la 

igualdad no debe ser entendida de manera estrictamente formal, sino en función de las 

necesidades concretas de los individuos, un principio que se aplica también en el contexto de 

la eutanasia. 

En el siguiente apartado se exploraron diversos argumentos que respaldan la idea de que el 

sufrimiento provocado por un trastorno mental debe ser considerado una causa válida para 

solicitar la eutanasia, al igual que el sufrimiento físico. Además, observamos los precedentes 

legales en Canadá y Colombia, que han eliminado las distinciones entre tipos de sufrimiento en 

el contexto de la eutanasia, evitando jerarquías que desvaloricen la experiencia de los pacientes. 

Posteriormente, se analizó el tertium comparationis entre las solicitudes de eutanasia de una 

persona con una enfermedad mental y de una con una enfermedad “somática” para verificar si 

la exclusión de las primeras vulnera el principio de igualdad. Así, argumentamos que en este 

contexto la comparación entre los tipos de enfermedad debe basarse en el sufrimiento que 

provocan, no en las diferencias etiológicas. En efecto, aunque las enfermedades mentales y 

físicas tienen algunas características distintas, los sufrimientos derivados pueden ser igualmente 

insoportables y afectar profundamente la integridad de la persona. Por lo tanto, el tertium 

comparationis en este caso no se encuentra en la etiología de la enfermedad, sino en la amenaza 

a la integridad del paciente, lo que justifica un tratamiento jurídico unificado para ambos tipos 

de sufrimiento. 

Finalmente, se destacó que, si bien la incurabilidad en las enfermedades mentales presenta 

mayores desafíos para su evaluación en comparación con las enfermedades físicas, no justifica 

una exclusión categórica y absoluta en el acceso a la eutanasia. Siguiendo recomendaciones 

internacionales y nacionales, se argumentó que la valoración de la incurabilidad debe realizarse 

caso por caso, considerando los tratamientos recibidos y el historial médico del solicitante. 

Asimismo, se subrayó la importancia de evaluar la capacidad de decisión del paciente, 

rechazando prejuicios que limiten su autonomía y reafirmando la necesidad de un trato 

igualitario ante el sufrimiento insoportable. De tal modo que, si una persona con capacidad de 

decisión sufre un trastorno mental que causa un sufrimiento intolerable y no encuentra un 
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tratamiento efectivo, el Estado español debería garantizarle el acceso a la eutanasia para evitar 

incurrir en discriminación. Actuar de manera diferente con las enfermedades mentales violaría 

el principio de igualdad en el alivio del sufrimiento intolerable. 
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